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SEÑOR PRESIDENTE .- (Armando Castaingdebat).- Habiendo número, está abierta 
la reunión. 


Damos la bienvenida al señor Diego Paniagua, de Country Comercial Lead de 
Bayer S.A; al licenciado Santiago Martínez, coordinador de Camagro; al doctor Gustavo 
Fischer y al ingeniero agrónomo José Luis Sorrondegui. 


SEÑOR PANIAGUA (Diego).- Primero, queremos decirles qué es Camagro. Somos 
una entidad gremial con presencia en Uruguay por muchos años y respondemos a una 
entidad internacional llamada CropLife, que es la asociación gremial de todas las 
empresas de investigación y desarrollo que trabajan en agricultura. 


Como empresas relacionadas a la investigación y a la innovación en la ciencia de 
los cultivos, hemos visto que en Uruguay hay un interés mayor por invertir tanto en la 
inocuidad alimentaria como en la sustentabilidad y respeto al medio ambiente. Por lo 
tanto, hemos hecho esfuerzos importantes en la investigación e innovación para 
desarrollar productos de menor impacto ambiental y menor toxicología para los operarios. 
Esas innovaciones son las que nos interesa traer al país y plasmar en el agro uruguayo, 
reemplazando en una tasa lo más alta posible a todos los productos de mayor toxicología. 
En ese sentido, estamos trabajando en conjunto con la Dgssaa, del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca. Nos hemos encontrado con algo muy importante para 
nosotros que tiene que ver con la propiedad intelectual para poder hacer valer los 
derechos de esta investigación que estamos dispuestos a realizar y traer al país. 


Hemos pedido ayuda al doctor Gustavo Fischer, especialista en la materia, quien 
nos ha elaborado un documento que resume el diagnóstico de la situación de propiedad 
intelectual en Uruguay y cómo podemos mejorarla, que es nuestra intención de fondo. 


SEÑOR FISCHER (Gustavo).- Como decía Diego, la intención de la elaboración del 
documento fue realizar una suerte de radiografía de la situación de la protección de la 
innovación para químicos agrícolas en Uruguay, que se desdobla en varios aspectos. 
Uno es el relativo a la obtención de derechos de propiedad intelectual, concretamente de 
patente sobre las innovaciones de químicos agrícolas. No viene al caso incursionar en lo 
que significa la protección de la propiedad intelectual para la innovación, porque sabemos 
que pueden existir distintas opiniones al respecto. Camagro, CropLife y los innovadores 
tienen la firme convicción de que recuperar la inversión que demanda la generación de 
innovación en el campo de los químicos agrícolas es esencial para la propia continuidad 
de esa innovación. 


En Uruguay existe una ley de patentes, la Ley N* 17.164, que se aprobó como 
consecuencia del acceso de Uruguay al Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de 
Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio. En materia de obtención de los 
derechos de propiedad intelectual hoy hay una demora que entendemos significativa e 
injustificada: la obtención de la patente en materia de químicos agrícolas oscila entre los 
diez y los catorce años después de la fecha de solicitud de la patente. Se presenta la 
solicitud, se publica dentro de los ciento ochenta días, que es lo que marca la ley, se 
paga una tasa de publicación, se abona una correspondiente tasa de examen de fondo 
-tasa cuya contraprestación, como dice su nombre, es el examen de la patente- y luego 
transcurren entre diez o doce años sin que la patente sea examinada. Esto sucede por 
varias causas; se aduce la falta de examinadores por parte del órgano competente que es 
la Dirección Nacional de la Propiedad Industrial. Lo cierto es que esa situación se ha 
mantenido incambiada por los últimos diez a quince años como mínimo, e impacta 
negativamente -a nadie le cabe dudarlo- en los derechos de propiedad intelectual. 
Generalmente, el valor más importante de la patente de una innovación está dentro de los 
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primeros años de su desarrollo, que es cuando una nueva molécula se lanza al mercado, 
y en ese momento se hace necesario contar con el derecho exclusivo que justamente el 
mecanismo de la patente permite. La imposibilidad de contar con un derecho de patente 
durante diez, doce o catorce años después de la fecha de solicitud es injustificado y no 
está alineado tampoco con ninguna de las oficinas de patente que funcionan 
normalmente en el mundo. En Uruguay y en todo el mundo, a partir de este acuerdo de 
las Aadpic, la duración del derecho es de veinte años desde la fecha de solicitud, no 
desde la fecha de concesión. Por lo tanto, durante todo ese tiempo que pasa entre la 
solicitud y la concesión, la patente queda en una suerte de limbo jurídico porque no se 
conceden los derechos exclusivos sobre ella. Esto nos trae a un segundo punto que está 
vinculado con el anterior, que también es legislativo: el artículo 99 de la ley de patentes. 
Ese artículo 99 permitía entablar acciones contra quien realizara actos en violación de 
derechos emergentes de una patente y reclamar indemnización no solo desde el 
momento en que se concedía el derecho de patente que, como dijimos, hoy demora de 
doce a catorce años desde la fecha de solicitud, sino desde la fecha de su publicación, o 
sea a los ciento ochenta días de la fecha de la solicitud. Inclusive, se podía hacer desde 
el momento de la solicitud si se notificaba al infractor de la existencia de la patente, 
condicionado a que se obtuviera el derecho sobre ella. Una vez que se dictara la 
resolución correspondiente se podía reclamar retroactivamente desde la fecha de 
publicación, lo que es razonable porque la patente vale desde la fecha de solicitud, 
condicionado esto a que efectivamente se concediera. 


Lo cierto es que en una de las rendiciones de cuentas, en octubre de 2013, el 
artículo 196 de la Ley N* 19.149 modificó la redacción de este artículo 99 y eliminó la 
posibilidad de reclamar indemnización desde la fecha de concesión de la patente y hacia 
atrás, lo que causa grave perjuicio a los intereses de las empresas de innovación, dado 
que si una solicitud de patente demora diez, doce o catorce años en concederse, sus 
mejores y más jóvenes años de vida se pierden en la tramitación y a partir de esos diez o 
catorce años se puede reclamar una indemnización contra quien la infrinja hacia 
adelante; en los hechos se está dando carta blanca a que quienes copian la innovación y 
se aprovechan del esfuerzo y la innovación ajena puedan hacerlo sin ningún tipo de 
responsabilidad a lo cual debemos sumar el peso del sistema burocrático de tramitación 
con esta modificación legislativa. Esto es un cóctel pernicioso e injustificable para los 
intereses de la innovación, si es que el Uruguay quiere efectivamente protegerla. Cuando 
se habla de la tutela efectiva de derechos no solo se refiere a que existan las normas, 
sino a que funcionen y tutelen de manera razonable. 


En la legislación uruguaya tampoco existe un sistema de daños punitivos como 
existe en buena parte de las legislaciones. Esto significa que cuando se reclaman daños 
y perjuicios por la infracción a un derecho de propiedad intelectual se persigue la 
compensación no solo de la regalía, la licencia o el arrendamiento razonable que tendría 
que haber pagado el infractor, sino también de un monto que tenga carácter disuasivo. Sí 
existe en otras áreas de nuestra legislación de propiedad intelectual, como en materia de 
derechos de autor, ya que quien infringe una obra autoral como, por ejemplo, un 
programa de ordenador, además de pagar la regalía que correspondiera, es decir, 
comprar el programa o la licencia original, debe abonar una multa de una a diez veces el 
valor de la regalía impaga. En materia de patentes no existe esto y, por lo tanto, el 
infractor se vería expuesto eventualmente a responsabilidad pasados catorce años de 
solicitada la patente. Probablemente para ese entonces ni siquiera la esté utilizando y se 
haya movido a otra molécula innovadora; probablemente a los catorce años habrán 
aparecido muchas otras moléculas que habrán venido a sustituir a otras y no va a tener 
ninguna responsabilidad, y aun si la tuviera, lo único que pagaría sería una suerte de 
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premio, arrendamiento, regalía o alquiler, el mismo que tendría que haber pagado por el 
uso de ese derecho de propiedad intelectual como lo podría haber hecho cualquier otro 
que hubiera obtenido esa licencia de manera lícita, legal y contractualmente. 


En nuestro sistema tampoco existe alguna previsión dentro de las medidas en 
frontera; sí existe para otro tipo de derechos, pero en materia de patentes no. Con ello se 
lograría que antes que un producto falso se disemine se detenga en la aduana y no 
ingrese al mercado. En la mayoría de los países existen sistemas de prevención de 
ingreso de productos falsos o piratas al mercado en materia de propiedad intelectual 
mediante su detención en la aduana. No existe para el caso de patentes. 


Ahora, si obtenemos la patente a los catorce años, obviamente, lo más grueso a 
corregir es esta desprotección. 


Otra cuestión vinculada a lo anterior tiene que ver con los datos que deben 
presentar las empresas de innovación en materia de químicos agrícolas para obtener el 
registro de sus productos. Tanto en Uruguay como en el exterior es sabido que cuando se 
registra un producto químico agrícola -si no es así, nos puede corregir el señor Diego 
Paniagua- es necesario presentar información relativa a seguridad y eficacia de los 
productos. Hay estudios que revelan que el desarrollo de una nueva molécula en materia 
de químicos agrícolas implica una inversión de aproximadamente US$ 100.000.000 y 
US$ 500.000.000 entre la propia investigación científica y los datos de prueba, estudios 
de seguridad, estabilidad y de eficacia. Con toda esa información se elabora un dosier lo 
que permite que en algún país del mundo se obtenga un primer permiso de 
comercialización del producto porque normalmente está involucrada la salud animal, 
fitosanitaria y la propia humana. Los estudios y su aprobación son muy rigurosos. Luego, 
generalmente, en base a esos estudios de otros países se presenta información avalando 
lo anterior y los permisos de comercialización en origen. El valor de esa información es 
igual o más importante que el de la propia propiedad intelectual; se conoce como la 
protección de los datos de prueba. En Uruguay la entidad de registro está a cargo del 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca y es la Dirección General de Servicios 
Agrícolas; el umbral de exigencia en el marco de su sistema de registro y de aprobación 
de los productos fitosanitarios, para los productos de copia, es muy bajo, por lo que 
basados en la existencia de una autorización de comercialización en un tercer país o en 
datos de prueba que replican los del formulador innovador, la autoridad sanitaria accede 
a esos registros. En buena parte de las legislaciones desarrolladas existe un período de 
protección de datos de prueba que se desdobla; por un lado, se garantiza al innovador 
que sus datos permanecerán confidenciales y que no serán utilizados ni divulgados y, por 
otro, que esos datos no serán utilizados para avalar ni autorizar un segundo registro. Esto 
se logra mediante un mecanismo de protección por el cual cuando se trate de nuevas 
entidades químicas durante un período que oscila entre cinco a diez años no se 
autorizarán nuevos registros. No está reservado para todo tipo de productos 
agroquímicos sino para las nuevas entidades químicas asumiendo que el innovador 
gozará de un período de exclusividad que normalmente coincide con el plazo de duración 
de la patente. Se trata de dos carriles distintos: por un lado, protección de patente y, por 
otro, exclusividad de datos de prueba. Se premian dos cosas diferentes. En un caso la 
innovación y, en el otro, la inversión y el esfuerzo en la realización de esos estudios de 
seguridad, eficacia e inocuidad requeridos para la circulación y comercialización del 
producto. 


En el escenario que hemos planteado hay alguna señal alentadora. En estos diez 
días se conoció una iniciativa de parte de la Dirección Nacional de la Propiedad Industrial 
del Ministerio de Industria, Energía y Minería que, recogiendo una de estas inquietudes, 
establece algún mecanismo acelerado en la tramitación de patentes. Se acaba de 
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implementar un sistema denominado Patent Prosecution Highway en función de una 
iniciativa conjunta de las oficinas de patente latinoamericanas por el cual si una patente 
es concedida en alguno de los países de América Latina que forman parte del Prosur 
-esta organización de cooperación entre oficinas latinoamericanas- el solicitante uruguayo 
podría pedir una tramitación acelerada y lograr que su patente pueda ser examinada 
prontamente. Entendemos que todas las oficinas de América Latina lo han implementado 
simultáneamente; en Argentina se garantiza al solicitante de la patente el examen de su 
solicitud y, si es aceptada, se procede a su tramitación acelerada, entiendo que en un 
plazo muy corto, creo que de sesenta días. En la reglamentación a la que hemos 
accedido que está en la página web del Ministerio no hay garantía otorgada al solicitante 
respecto de la tramitación acelerada 


En este programa piloto de tramitación acelerada Uruguay también se reservó el 
derecho de cesarla si el número que solicitudes bajo esta modalidad supera sus 
posibilidades. Pensamos que es una señal positiva; hay que ser prudente y esperar cómo 
se procesa este sistema porque la cantidad de examinadores en la oficina uruguaya sigue 
siendo bajo -quince o dieciséis en total- y no todos examinan patentes de productos 
químicos y hay varios miles de solicitudes de patentes aún sin examinar. Para que vean 
la dimensión, cada solicitud de patente de productos químicos, por ejemplo, de un 
producto farmacéutico, está contenida en un promedio de quinientas a seiscientas 
páginas y solo el esfuerzo de leerla por parte de un ingeniero químico o un químico 
farmacéutico demanda varios días. Luego tiene que analizarla, emitir un informe; además, 
son varias las interacciones que tiene con el solicitante. Por lo tanto, el examinador podrá 
analizar cinco, diez o quince patentes por mes. Entonces, si hay varios miles de 
solicitudes de patentes y solo diez examinadores, en el mejor de los casos, para patentes 
químicas, sin duda este procedimiento no va a alcanzar para cubrir ese déficit de 
examen. 


La aspiración razonable de Camagro es que se modifique el artículo 99 de la ley de 
patentes para al menos restablecer la posibilidad de reclamar daños y perjuicios hacia el 
pasado si la patente es concedida. Es un elemento disuasivo para que en la práctica y en 
los hechos la concesión de un derecho de patente por un término de veinte años sea 
desde la solicitud y no únicamente desde la concesión. 


Respecto a la aceleración del trámite de solicitudes de patentes, obviamente 
abrimos una carta de crédito a este sistema; estaremos atentos a cómo se desarrolla y si 
efectivamente logra desatascar este importante atraso. 


La extensión del plazo de protección de patentes es otra herramienta que se aplica 
en la mayoría de los países; si la tramitación de la patente se demora por razones ajenas 
al solicitante por más de un determinado lapso, ocho o diez años, se añade un 
determinado tiempo de goce y disfrute a la patente como modo de compensar al titular 
que no tuvo responsabilidad. Reiteramos: es un mal remedio para un grave problema 
porque los mejores años de la patente son los jóvenes y no los que se le añaden al final 
de su vida, especialmente cuando se trata de entidades innovadoras que, cuando llegan 
al mercado, son demandadas casi de inmediato. 


En lo que tiene que ver con los daños punitivos, obviamente es razonable que si 
existe un sistema no exista un premio al infractor que lo coloque en igualdad de 
condiciones que al cumplidor; si la igualdad es tratar desigualmente a los desiguales, sin 
duda el infractor no puede ser tratado de la misma manera que el cumplidor que tiene una 
licencia legal. 


Respecto a las medidas en frontera es el colofón para que todo el sistema 
funcione; en un sistema deseable deberían existir medidas en frontera, no solo para 
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patentes sino también para marcas y derechos de autor, no solo judiciales sino también 
administrativas como existen en la mayoría de los países. 


Como dijimos, lo relativo a los datos de prueba y al período de exclusividad para la 
información que aportan las empresas, tienen un gran valor y amerita un gran esfuerzo. 
Entendemos que la autoridad sanitaria debería extremar las medidas de rigor para su 
protección y particularmente debería preverse un sistema de exclusividad para el 
innovador de una nueva entidad química de modo de asegurarle un plazo mínimo de 
disfrute y de retorno sobre su innovación. 


(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para ordenarnos y ver cómo podemos avanzar en esta 
cuestión quisiera saber qué porcentaje de los agroquímicos que circulan en el país están 
dentro de Camagro. 


Además, cuáles han sido los pasos que dio Camagro; si este es el primero o si 
recorrieron otros caminos. 


SEÑOR SORRONDEGUI (José Luis).-La tendencia del porcentaje de los 
productos representados en Camagro es a la baja. Hace cinco años Camagro 
representaba el 80% de los productos de empresas de innovación y desarrollo. Hoy, 
como el vademécum se ha clonado, prácticamente tenemos la representación del 40% de 
la línea de productos. Aclaro que hoy en día y luego de catorce años la agricultura 
continúa en siembra directa. Uruguay está con graves problemas de sostenibilidad del 
sistema, tanto desde el punto de vista ambiental como biológico, debido a las malezas e 
insectos resistentes, equinocloa resistentes, yuyo colorado resistente, rábano resistente, 
raygrass. Existen muchos problemas que amenazan nuestra agricultura y la solución 
saldrá de la mano de la innovación; si no, no se encontrará. Ese es un mensaje 
importante que queremos trasmitir a ustedes, integrantes de la Comisión de Ganadería, 
Agricultura y Pesca. 


No sé si queda claro el concepto de protección de datos de prueba, pero yo quiero 
dar un toque agronómico al tema, porque trabajo en esto hace treinta y ocho años, desde 
que me recibí como agrónomo. El proceso comienza cuando uno agarra una molécula en 
código y ve las propiedades y utilidades para el Uruguay. Obviamente, la molécula es 
generada en el exterior, pero el desarrollo local es nuestro, porque las malezas son 
nuestras, los cultivos son nuestros, los suelos son nuestros, el clima es nuestro y no se 
puede extrapolar ni del sur de Brasil ni del litoral de Argentina, excepto de Entre Ríos 
donde existen condiciones edafológicas bastante parecidas a las nuestras. Por lo tanto, el 
esfuerzo es local y lo puedo decir con muchísima propiedad, por mi experiencia y por la 
de mis colegas. Si queremos que se siga avanzando al respecto, estamos obligados a 
proteger este tema para que, realmente, haya gente decidida a invertir, no solamente 
desde el punto de vista de la capacidad intelectual sino también económica. 


Estos últimos tiempos, por ejemplo, se generalizó el problema del raygrass 
resistente, por ejemplo en Colonia y en Dolores con el tema de los rábanos resistentes. 
Todas estas son señales de agotamiento de un sistema que viene con un vademecum 
atrasado. Se terminó la era de los sulfonilureas y los 2,4D. Hoy hay que innovar y se 
encuentra el obstáculo del patentamiento, que trato de profundizar un poquito por el lado 
de la parte agronómica de protección de datos de prueba. 


SEÑOR PANIAGUA (Diego).- Nosotros visualizamos una gestión de acuerdo con la 
apertura que tenía Uruguay en los mercados internacionales. Por lo tanto, arrancamos 
con esta asesoría del doctor Fischer el año pasado. Hemos tocado varias puertas para 
presentar nuestra posición. Lo hemos hecho con doble foco: para dar a entender mejor el 
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tema al interior del país y también a las instituciones que, en este momento, están 
interactuando con Uruguay, ya sea para desarrollar o diseñar futuros tratados o aperturas 
comerciales. 


Hemos tenido reuniones para presentar el mismo documento que ustedes tienen 
con la Comisión Europea, con la Cámara Alemana, con la Embajada de Estados Unidos, 
con la Comisión del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. Todo esto con el apoyo 
de la Cámara Mercantil de Productos del país. 


Precisamente, a través de la Cámara Mercantil accedimos a una reunión en 
conjunto con Asuntos Internacionales del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
para dar a conocer este tema, particularmente también a la Embajada de China. Ese ha 
sido el recorrido que hemos seguido hasta ahora. 


SEÑOR SORRONDEGUI (José Luis).- El ámbito de patentamiento lo hemos 
manejado como comentó Diego recién, pero en protección de dato de pruebas hemos 
intentado trabajar, sin éxito hasta la fecha, con la Dgssaa, que es la dirección del 
Ministerio que se encarga de la parte de registro de productos agroquímicos y, 
obviamente, autorización de uso. 


Hoy no hablamos de seguridad alimentaria y ambiental, pero de la mano de la 
innovación están los productos disponibles de menor toxicología, no solamente humana o 
ambiental. Están los sustitutos para la atrazina o los productos con algún uso 
determinado, como ha pasado en la cuenca de Santa Lucía, en Rosario y San Salvador; 
se trata de minimizar los problemas que hay. Atrás de la innovación están las alternativas. 
Simplemente hay que tomar definiciones. 


SEÑOR UMPIÉRREZ (Alejo).- ¿Cuál fue el fundamento que oportunamente se dio 
cuando se votó la derogación del artículo que fijaba la indemnización? 


Ustedes hicieron un planteamiento general. Si bien nosotros estamos vinculados a 
la actividad agropecuaria y al derecho, obviamente las partes técnicas y el 
relacionamiento de marcos normativos escapa a lo específico. Sería bueno que nos 
permitieran trabajar sobre textos sustitutivos, citando a otras entidades y, eventualmente, 
a las cátedras correspondientes. Ese sería un aporte importante para entrar en materia 
concreta. 


SEÑOR FISCHER (Gustavo).- Conozco perfectamente cuál fue el tracto legislativo 
de aquella modificación del artículo 99 de la Ley de Patentes del año 2013 porque, 
precisamente, no tuvo ningún tipo de discusión. Existe el denominado comité técnico 
entre el sector privado en materia de propiedad industrial, que es la Asociación Uruguaya 
de Agentes de la Propiedad Industrial, y la Dirección Nacional de la Propiedad Industrial 
donde, generalmente, se discuten la casi totalidad de las iniciativas legislativas del Poder 
Ejecutivo en la materia, tanto de marcas como de patentes. No obstante, no conocemos 
que esta modificación del artículo 99 de la Ley de Patentes, que si la memoria no me 
traiciona, no estaba incluida en el proyecto de ley de rendición de cuentas que remitió el 
Poder Ejecutivo al Parlamento, sino que fue propuesta posteriormente, haya tenido un 
mensaje o una fundamentación, ni siquiera ningún tipo de discusión legislativa; lo 
buscamos exhaustivamente. Entró dentro del texto normativo, se aprobó; no tuvo difusión 
porque tampoco estaba contenida en el proyecto original y, por lo tanto, no tuvo discusión 
legislativa. Los fundamentos que puede haber tenido, los conocemos informalmente. 
Pudo haberse tratado de una iniciativa que buscaba, precisamente, exonerar de 
responsabilidad durante el lapso de tramitación de la patente a quienes realizaran uso de 
la misma, pero entendemos que causó grave perjuicio a la seguridad jurídica y al propio 
sistema de innovaciones de patentes. 
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SEÑOR LARZÁBAL (Nelson).- Quisiera saber de qué Ministerio dependen los 
examinadores y si, de no obtenerse la patente para un producto, estando en trámite pero 
sin haber sido aprobada, igual se puede usar contando solo con el registro en el 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. En el país igual se puede innovar, se puede 
poner en venta ese producto si está autorizado por el Ministerio. 


Por otro lado, quisiera saber cuál es el inconveniente si está autorizado pero no 
está patentado. 


SEÑOR FISCHER (Gustavo).- Los examinadores de patente dependen de un 
órgano desconcentrado del Ministerio de Industria, Energía y Minería, que es la Dirección 
Nacional de la Propiedad Industrial -ubicado en la calle Rincón-, competente para el 
registro de marcas y de derecho de patentes, o sea quien contrata a los examinadores y 
quien gestiona al registro. 


Como bien se dijo, el registro y los derechos de patentes son dos carriles 
separados. El derecho de patente da un derecho de exclusiva, un monopolio de 
utilización y también otorga la propiedad sobre la patente. El registro es una autorización 
para comercializar. 


En cuanto a la tercera pregunta, el grave problema que ocasiona la demora en 
conceder una patente versus la aprobación del registro es que, no solo el propietario de la 
solicitud de patente, que tiene la legítima expectativa de comercializarla en exclusiva, es 
quien la va a poder comercializar, sino que aparecen esos clones a los que refería el 
ingeniero Sorrondegui, que son los que han hecho abatir ese porcentaje de productos del 
80% al 40%, porque aparecen las copias en el mercado, lo que, en la jerga jurídica de 
propiedad, se llama, un viaje gratis sobre el esfuerzo de innovación de otros, que sin 
pagar los costos del esfuerzo de innovación y de desarrollo, usufructúan la patente sin 
pagar nada, precisamente, amparados por esa inexistencia de derecho de exclusiva ni de 
riesgo de daños y perjuicios retroactivos. 


En vez de ser un genérico cuando la patente expira y pasa al dominio público, es 
un genérico mientras está en trámite. 


SEÑOR UMPIÉRREZ (Alejo).- Quisiera saber si existe algún texto de redacción 
sustitutivo o adicional a los propuestos que pudiéramos considerar. De todas maneras, 
eventualmente, habrá que tratarlo en la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación 
General y Administración, porque no solamente se trata de un tema agropecuario, ya que 
también hay competencias con temas de patentes y la ley de patentes y de propiedad 
intelectual 


SEÑOR FISCHER (Gustavo).- Con mucho gusto podemos acercar a la Comisión un 
texto sustitutivo. 


Siempre nos pareció muy claro que la propiedad industrial no es un fin en sí 
mismo; es un instrumento. La propiedad industrial es un instrumento de estímulo a la 
innovación, la forma que encontró la sociedad en el caso de las patentes -el famoso quid 
pro quo- para procesar un intercambio entre el innovador y la sociedad por un plazo 
limitado -porque no es para siempre-, por la cual se da un incentivo, un premio, un 
estímulo al innovador a cambio de la completa divulgación de su invención, y cuando 
expire el derecho de patente esta pase a beneficio de la sociedad y sirva como incentivo 
para el desarrollo por otros. Es un plazo que puede parecer largo, pero si pensamos en 
innovaciones como el teléfono, como las de Thomas Alva Edison, y tantas otras, no es 
tanto tiempo. Actualmente, las marcas se pueden renovar indefinidamente; los derechos 
de autor valen durante toda su vida y hasta cincuenta años después de su muerte. Sin 
perjuicio de ello, la propiedad industrial no es un fin en sí misma. 
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Por otro lado, nos queda claro que esta Comisión no es el ámbito para realizar 
alguna modificación legislativa, pero es importante que conozca los problemas que se 
están dando, que rozan lo jurídico. El principal problema trasciende lo jurídico y es el que 
mencionaba el ingeniero Sorrondegui. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como decía el señor diputado Alejo Umpiérrez, nos 
gustaría que nos alcanzaran el borrador de proyecto para poder consultar a la Comisión 
de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración para saber por qué se 
cambio y si está trabajando sobre el tema. 


Independientemente de ello, sería bueno que ustedes solicitaran una entrevista 
con dicha Comisión para enfocar este tema jurídicamente. 


SEÑOR UMPIÉRREZ (Alejo).- Sería conveniente consultar a la Cámara de 
Industrias del Uruguay, a veterinarios, así como también a las cátedras correspondientes, 
para poder avanzar en el tratamiento de este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos su presencia y quedamos a las órdenes. 


(Se retira de sala la delegación de la Cámara de Comercio de Productos 
Agroquímicos, Camagro) 


SEÑOR UMPIÉRREZ (Alejo).- Quisiera saber cómo se va a seguir trabajando con 
el artículo 35. 


Por otro lado, quisiera señalar que en la gira sectorial que hicimos estuvimos en 
Coleme, que ustedes visitaron unos días antes. Nos enteramos que hubo más problemas 
y que se agravó la situación debido a que rebotaron algunas líneas de crédito. Por esa 
razón, las autoridades de la cooperativa me solicitaron ser recibidas por la Comisión. Yo 
les respondí que lo iba a plantear, pero que lo más probable sería que pudieran concurrir 
en la primera sesión de noviembre, y estuvieron de acuerdo. Aparentemente, las áreas de 
conflicto serían ANDA, la Agencia Nacional de Desarrollo y el Banco de la República; 
supongo que la sección crédito agropecuario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No hay ningún problema en recibir a Coleme en noviembre. 
A través de Secretaría se coordinará el día y la hora. 


Se levanta la reunión. 


